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ADMISIBILIDAD

ANALÍA VERÓNICA TAPIA Y FAMILIA
ARGENTINA
19 de marzo de 2012
 
 
I.
RESUMEN
 
1. El 1 de febrero de 2005 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió una petición presentada por el señor Florencio Isidoro Tapia (en adelante “el peticionario”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Argentina (en adelante “Estado”, “Estado argentino” o “Argentina”) por el retardo injustificado en la determinación de la responsabilidad y reparación de los perjuicios y consecuencias causadas a Analía Verónica Tapia y sus padres, Florencio Isidoro Tapia y Angela María Ameriase, (en adelante “las presuntas víctimas”), por presuntas negligencias cometidas por el personal sanitario durante su nacimiento, el día 6 de julio de 1979, en el hospital privado Sanatorio de Seguridad Social “Rosendo García” de la ciudad de Rosario.
2. El peticionario alegó que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad personal,  las garantías judiciales, los derechos del niño y la protección judicial en contra de Analía Verónica Tapia y sus padres, establecidos respectivamente en los artículos 5, 8, 19 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”), en relación con los deberes de garantía, conforme al artículo 1.1 de dicho tratado.  

3. Por su parte, el Estado alegó que los reclamos del peticionario eran inadmisibles, por falta de agotamiento de los recursos internos, alegando que los retardos en el proceso habían sido causados por la inactividad del propio peticionario.

4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el caso admisible a efectos del examen del reclamo sobre la presunta violación de derechos consagrados en los artículos 5, 8, 19 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana, notificar a las partes y ordenar la publicación del informe en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

 
5. Con fecha 1 de febrero de 2005, el señor Florencio Isidoro Tapia presentó una petición ante la CIDH. La Comisión registró la petición bajo el número P-93-05 y el 25 de octubre de 2007 transmitió copia de las partes pertinentes al Estado para que presentase sus observaciones en el plazo de dos meses.  

6. El 11 de mayo de 2006 el peticionario solicitó medidas cautelares a favor de Analía Verónica Tapia, que la Comisión decidió no otorgar.

7. El peticionario presentó comunicaciones adicionales el 2 de octubre de 2006, 1 de febrero de 2007, 4 de marzo de 2008 y 17 de abril de 2008 de las que se corrió traslado al Estado.

8. Mediante nota del 16 de febrero de 2010 el Estado manifestó su disposición para iniciar un proceso de solución amistosa y, el 5 de abril de 2010, el peticionario aceptó. El Estado, mediante comunicación del 4 de octubre de 2010, informó sobre las actividades que estaba llevando a cabo en preparación para una posible solución amistosa.
9. Con fecha 27 de octubre de 2010 se llevó a cabo una reunión de trabajo en la sede de la CIDH durante su 140º periodo ordinario de sesiones y el 9 de noviembre de 2010 se realizó otra reunión en la Provincia de Santa Fe entre los representantes del gobierno de Argentina y el peticionario, con el objeto de llegar a un acuerdo, que resultó finalmente infructuoso. El 15 de noviembre de 2010 el Estado informó a la Comisión que desistía del proceso de solución amistosa, de lo que se corrió traslado al peticionario.

10. El peticionario presentó observaciones, información adicional y consultas sobre el estado del proceso mediante comunicaciones del 2 de diciembre de 2010, 23 de enero de 2011, 26 de enero de 2011, 31 de enero de 2011, 17 de marzo de 2011 y 4 de abril de 2011 de las que se corrió traslado al Estado.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A. 
Posición del peticionario

11. El peticionario indicó que el 6 de julio de 1979, su pareja, Angela María Ameriase, fue a dar a luz al Sanatorio de Seguridad Social “Rosendo García”, propiedad de la Obra Social de la Unión Obrera Metalúrgica, en Rosario, Santa Fe. Señaló que la señora Ameriase fue llevada a la sala de preparto y se le inyectó oxitocina para inducirle al parto a pesar de haber roto aguas y tener el cuello del útero casi borrado, todo ello en ausencia de un adecuado control profesional.

12. El peticionario alegó que ante la inminencia del parto y la ausencia de los profesionales a cargo, él mismo buscó la ayuda de una enfermera, quien colocó a la señora Angela María Ameriase en una silla de ruedas, llevándola a gran velocidad a la sala de partos. Alega que, en dicho trayecto, la madre expulsó violentamente a la bebé, la cual cayó fuertemente al piso para luego ser atropellada por la propia silla de ruedas. 

13. De acuerdo con el peticionario, ello causó a la niña un fuerte golpe en la parte frontal izquierda de la cabeza y otras partes del cuerpo y un corte a ras del cordón umbilical que le ocasionó un profundo sangrado. El peticionario señaló que pasaron varios minutos antes que algún médico acudiese a asistir a la bebé, quien estuvo ese tiempo sin respirar. 

14. El peticionario señaló que estos hechos, acaecidos durante el nacimiento de su hija, constituyeron actos de tortura física y moral en contra de la niña, ya que tras una serie de negligencias la niña no sólo cayó al piso, sino que se la dejó sin atención médica por varios minutos.

15. Asimismo, el peticionario señaló que como consecuencia de dichos acontecimientos la bebé sufrió una atrofia cerebral irreversible que derivó en atraso mental, alterando totalmente las expectativas de Analía de tener una vida normal.

16. El peticionario manifestó que en 1979 inició un proceso penal ante el Juzgado Correccional de la Tercera Nominación de Rosario, del cual se excluyó a los médicos y se siguió únicamente contra la enfermera Raquel Gladis Boillos por la presunta comisión del delito de lesiones culposas en perjuicio de Analía Verónica Tapia. De acuerdo con el peticionario en el proceso penal se dieron varias irregularidades. Entre ellas señaló que su declaración fue recibida sólo parcialmente, que importantes pruebas desaparecieron y posteriormente que se extravió todo el expediente. Señaló que en este proceso se dictaminó auto de falta de mérito el 9 de noviembre de 1982 y se archivó por sobreseimiento mediante Resolución Nº 80 del 31 de octubre de 1983 y Resolución Nº 40 del 16 de marzo de 1983.

17. Adicionalmente, el peticionario inició un proceso civil en 1980 contra el Sanatorio ante el Juzgado Civil y Comercial de Distrito de la Octava Nominación de Rosario. Sin embargo, de acuerdo con el peticionario, el expediente con las pruebas desapareció en 1982, teniendo que recomenzar el juicio tras varios trámites para reconstruir el expediente en 1987. El peticionario además señaló que en este proceso ocurrieron varias irregularidades en la producción y recepción de pruebas, mencionando por ejemplo la ausencia de pruebas en el expediente y la falta de provisión por parte del juzgado para la práctica de varias otras presentadas por el peticionario. Según el peticionario, con fecha 12 de junio de 1991, la jueza del Juzgado Civil y Comercial de Distrito de la Octava Nominación de Rosario decidió rechazar la demanda instaurada por el peticionario. 

18. Frente a ello el señor Tapia señaló que presentó una apelación ante la Sala Primera Integrada de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Rosario. En este proceso, tras confirmarse que la niña no había contado con un Defensor General del Estado que la representase, se designó a un Defensor General de Cámara. Sin embargo, éste se negó a representarla por considerar que la niña no era parte del proceso
, debiendo designarse a un segundo Defensor.

19. Según el peticionario, el 7 de julio de 1993 la Sala Primera Integrada de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Rosario resolvió la nulidad de todo lo actuado en primera instancia, debido a la falta de defensor oficial a favor de Analía y porque no se habrían rendido o no se produjeron varias de las pruebas ofrecidas por la actora, regresando los actuados al Juzgado Civil y Comercial de Distrito de la Tercera Nominación de Rosario.

20. De acuerdo a la información que entregó el peticionario, este segundo proceso civil de primera instancia estaría también durando de forma excesiva y presentando algunas irregularidades. El peticionario señaló por ejemplo, el retardo excesivo del juzgado para remitir los documentos necesarios para llevar a cabo una prueba pericial en la Facultad de Medicina de Montevideo, Uruguay
. Adicionalmente, el peticionario señaló que muchas de las pruebas que presentó ante el juzgado no habrían sido aceptadas.

21. El peticionario señaló que tras su solicitud de elevar los autos para sentencia, el juez emitió un auto que dispuso “Medidas de Mejor Proveer” solicitando que se practicasen pruebas que ya habían sido producidas y pruebas que habían sido rechazadas durante el trámite del proceso. Ante ello el peticionario señaló que se opuso, argumentando que con dichas medidas se estaba tratando de dejar sin efecto y desconocer las pruebas previamente presentadas sobre la discapacidad de su hija y que se estaban reconsiderando pruebas respecto de las cuales la demandada ya había abdicado.

22. Mencionó que posteriormente recusó con expresión de causa al juez por parcialidad, prejuzgamiento y violación de la ley, pasando así el expediente a la Sala Cuarta Integrada de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Rosario.

23. Asimismo, según el peticionario, el 31 de mayo de 2004 solicitó a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se aplicase la figura del “per saltum”
 en la resolución de su caso. Señaló que su pedido fue denegado mediante una decisión escueta y sin fundamento de fecha 14 de octubre de 2004.

24. Respecto al alegato del Estado sobre la existencia de supuestos períodos de inactividad, el peticionario señaló que no existió inactividad procesal entre 1982 y 1987, ya que existen como prueba escritos de búsqueda y reconstrucción tras la desaparición del expediente en el juzgado. Asimismo, señaló que a partir de 2004 dejó de impulsar el proceso civil por considerar que se habían acabado todas las actuaciones que podía realizar en búsqueda de una decisión dentro de un plazo razonable. Señaló además, que existen escritos de resoluciones fiscales y de la Corte Suprema que ordenaron continuar el juicio y realizar las pruebas a la menor.
25. En relación al alegato del Estado sobre la supuesta dilación intencionada del peticionario para que no se practicaran las pruebas genéticas a la menor, señaló que él  aceptó que se llevasen a cabo dichas pruebas, buscó los institutos que podían practicarla y presentó el presupuesto para su producción. Sin embargo, según el peticionario la parte demandada nunca se pronunció al respecto a pesar de ser un centro de salud, hasta que la propia jueza desestimó dicha prueba por vencimiento de los términos. Señaló además que la pericia psíquica realizada a la menor por la Facultad de Medicina de Montevideo, Uruguay que concluyó que su hija contaría con una edad mental equiparable a la de un niño de 4 años a la fecha de la pericia, ha sido completamente ignorada por el Juzgado Civil y Comercial de Distrito de la Tercera Nominación de Rosario.

26. Respecto al agotamiento de los recursos internos, señaló que tras 32 años de procesos judiciales, los juzgados no han sido capaces de emitir una sentencia de primera instancia y los responsables no han resarcido de modo alguno el daño ocasionado a su hija, presentándose una situación de denegación por retardo de la justicia. De acuerdo con el peticionario, ello en adición a la denegación del recurso “per saltum” por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, constituyen argumentos suficientes para señalar que no existen otros recursos a nivel interno que puedan dar término al proceso en un plazo razonable.

27. Aunado a lo anterior, el peticionario manifestó que la demora en exceso que se ha dado en el proceso civil les está negando la reparación económica que necesitan para sufragar los altos costos del tratamiento y cuidado que requiere Analía. 

B. 
Posición del Estado

28. Tras un frustrado primer intento de llegar a un acuerdo de solución amistosa, el Estado señaló que los ofrecimientos de apoyo humanitario, consistentes en acompañamiento médico, auxilio social e información sobre el patrocinio letrado en el Colegio de Abogados de Rosario, fueron rechazados por el peticionario, quién pretendía el resarcimiento planteado en el expediente adelantado ante la instancia internacional.

29. Posterior al fin del proceso de diálogo entre las partes, el Estado señaló que al ser el proceso civil de naturaleza dispositiva, requería del impulso procesal de la parte actora para arribar a una decisión definitiva. Señaló que habiendo el peticionario abandonado el proceso civil, sería responsable por la falta de conclusión del mismo. Mencionó que tras la recusación del juez del caso y su denegatoria, no ha existido otro impulso procesal de parte del peticionario.

30. Asimismo, el Estado señaló que la falta de actividad procesal se ha dado también durante extensos períodos: de noviembre de 1982 a abril de 1987, de julio de 1993 a julio de 1994 y de junio de 2004 a noviembre de 2010, fecha de la última comunicación del Estado. Mencionó que ello es relevante, ya que las demoras serían imputables al peticionario y que de haberlo invocado la parte demandada, se hubiese podido aplicar el instituto de la caducidad que opera tras un año de inactividad en primera instancia.

31. El Estado añadió que la falta de realización de ciertas pruebas se debe a la falta de impulso e insistencia de la parte interesada. Al respecto señaló que los propios ex-patrocinantes del señor Tapia declararon en una audiencia ante el Juzgado Civil y Comercial de Distrito de la Tercera Nominación de Rosario, que evitaron la producción de prueba sobre el estudio genético por indicación del médico de la menor.

32. Sobre el pedido de indemnización del peticionario, el Estado señaló que durante el proceso la provincia de Santa Fe no ha sido demandada en virtud de falencias en su servicio de justicia por lo que no cabría el otorgamiento de ningún tipo de indemnización. Adicionalmente, mencionó que el peticionario ha solicitado un monto desproporcionado de indemnización, lejano a los criterios reparatorios vigentes en Argentina, lo que dificulta la consideración de la petición. 

33. Finalmente, el Estado señaló que las demoras en la sustanciación del proceso no serían imputables al servicio de justicia sino a la parte actora y al encontrarse el proceso civil a la espera del impulso del peticionario para que se dicte sentencia de primera instancia, no se habrían agotado los recursos internos. Asimismo, señaló que a pesar de dichas consideraciones la imputación de denegación de justicia  por parte de la Administración Provincial de Justicia parecía, en principio, un reclamo que ameritaba un mayor análisis por parte de todos los intervinientes.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

 

A.
Competencia

 

34. La Comisión es competente para examinar la petición de que se trata.  Conforme a lo dispuesto por el artículo 44 de la Convención Americana, el peticionario está legitimado para presentar una denuncia ante la Comisión. Argentina es Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos desde 1956, en que ratificó la Carta de la OEA, y por lo tanto, está sometido a la jurisdicción de la Comisión con respecto a las denuncias individuales, dado que esa competencia fue establecida por estatuto en 1965 en relación con la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en lo sucesivo "Declaración Americana"”). El Estado de Argentina está sujeto a la jurisdicción de la Comisión en los términos de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en que depositó el instrumento de ratificación respectivo.  En consecuencia la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la denuncia presentada. 
  
35. Puesto que en la petición se plantean denuncias referentes a derechos estipulados en primer lugar en la Declaración Americana y posteriormente en la Convención Americana, la Comisión posee competencia ratione materiae para su examen. 
36. Si bien los hechos que afectaron a Analía Verónica Tapia ocurrieron en 1979, el proceso civil que el peticionario inició en 1980 con motivo de los mismos, continúa a la fecha, pendiente de resolución.  La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece los criterios aplicables para el examen de un asunto por parte de la Comisión. Con respecto a cualquier Estado miembro que aún no haya ratificado la Convención Americana, los derechos fundamentales que el Estado se compromete a preservar como parte de la Carta de la OEA son los estipulados en la Declaración Americana, que es fuente de obligaciones internacionales
. El Estatuto y el Reglamento de la Comisión establecen normas adicionales referentes al ejercicio de la competencia de ese cuerpo a ese respecto.  Esa competencia estaba en vigor a la fecha de los hechos y, la Declaración, al igual que la Convención, contempla los derechos que se alegan violados por el Estado. Una vez que se hizo efectiva la ratificación por parte de Argentina, la Convención Americana se convirtió en la principal fuente de obligaciones jurídicas
 y se hicieron aplicables los derechos y obligaciones expresamente mencionados por el peticionario.  En consecuencia, la Comisión posee competencia ratione temporis en relación con las denuncias presentadas por el peticionario.  
37. Finalmente, dado el hecho de que en la petición se aducen violaciones de derechos protegidos conforme a la Declaración y a la Convención Americanas que habrían tenido lugar en el territorio de un Estado miembro de la OEA, la Comisión concluye que posee competencia ratione loci para entender en el asunto. 
B.
Requisitos de admisibilidad

 

1.
Agotamiento de los recursos internos
 
38. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

39. La misma Convención prevé que esta disposición no se aplique cuando los recursos internos no están disponibles por razones de hecho o de derecho. Más concretamente, el artículo 46(2) establece excepciones al principio general de agotamiento de los recursos internos: a) cuando la legislación interna del Estado no concede las debidas garantías para la protección de los derechos cuya violación se alega; b) si se ha obstaculizado el acceso del presunto damnificado a los recursos de jurisdicción interna; y c) si se ha presentado un retardo injustificado en la resolución del asunto.

40. En el presente caso el Estado alegó que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, dado que existe un proceso civil en curso.  Asimismo, respecto a la demora en la substanciación del proceso, señaló que ella es atribuible al peticionario, ya que al ser el proceso civil de naturaleza dispositiva, requería del impulso procesal de la parte actora para arribar a una decisión definitiva. De acuerdo al Estado, el peticionario ha mostrado falta de actividad procesal en diversos períodos y desde el 2004 habría abandonado el proceso impidiendo su conclusión.
41. Por su parte, el peticionario alegó que no ha existido inactividad de su parte, pues existen como prueba, escritos de búsqueda y reconstrucción, tras la desaparición del expediente en el juzgado. Asimismo, señaló que a partir de 2004 dejó de impulsar el proceso civil por considerar que se habían acabado todas las actuaciones que podía realizar en la búsqueda de una decisión dentro de un plazo razonable a nivel interno, especialmente tras la denegación del recurso “per saltum” por parte de la Corte Suprema. Señaló además, que existen escritos de resoluciones fiscales y de la Corte Suprema que ordenaron continuar el juicio y realizar las pruebas a la menor, lo que demostraría que existía el impulso necesario  del proceso.

42. El peticionario alegó que la demora excesiva de las actuaciones judiciales y las irregularidades respecto a la producción y recepción de la prueba, fue lo que promovió el retardo excesivo en la adecuada y rápida substanciación del proceso. Señaló que tras 32 años de procesos judiciales, los juzgados no han sido capaces de emitir una sentencia de primera instancia y que los responsables no han resarcido de modo alguno el daño ocasionado a su hija, presentándose una situación de denegación por retardo de la justicia.
43. La Comisión observa que el caso ante sede civil fue presentado en 1980, con lo cual el peticionario estaría litigando cerca de 32 años sin haber obtenido una sentencia de primera instancia. Del expediente se puede observar que el peticionario se mantuvo activo durante dicho proceso, presentando y pidiendo que se practicasen diversas pruebas y haciendo solicitudes para que se resolviese el fondo de la demanda. La Comisión toma nota que en el año 2004, a pesar de los pedidos del peticionario para que se resolviese la controversia y tras más de 10 años de litigio ante dicho juzgado, no se había emitido una sentencia de primera instancia. Finalmente, observa que con fecha 14 de octubre de 2004 la Suprema Corte de Justicia de la Nación denegó el recurso “per saltum” solicitado por el peticionario para una pronta resolución de la controversia.

44. Por lo anterior, la Comisión concluye que el presente es un caso que encuadra en excepción de agotamiento de los recursos internos, según lo contempla el artículo 46.2.c. de la Convención.

45. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2.
Plazo de presentación de la petición

 
46. El artículo 46.1.b de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva a nivel nacional. En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 46.2.c de la Convención Americana. Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso. 
47. En el presente caso, la petición fue recibida el 1 de febrero de 2005, tres meses y medio después de la denegatoria del recurso de “per saltum” por la Suprema Corte del 14 de octubre de 2004.  Por otra parte, según la información proporcionada, la acción civil interpuesta por el señor Florencio Tapia en 1980 sigue pendiente en primera instancia.  La Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, conforme lo establece el inciso 2 del artículo 32 del Reglamento de la Comisión, y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

 
3.
Duplicación y cosa juzgada
 
48. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
 

4.
Caracterización de los hechos alegados

 
49. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.
50. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.

51. La Comisión nota que el reclamo principal del peticionario gira en torno a la presunta falta de garantía del deber de protección judicial mediante el acceso a recursos rápidos y efectivos y la falta de garantías judiciales mediante el derecho a ser oído, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable. Al respecto, alega que Analía no contó con la representación del Defensor de Menores e Incapaces en primera instancia dentro del proceso civil, en violación al debido proceso. Además, concretamente, se refiere al alegado retardo injustificado en la resolución del proceso civil relativo a los perjuicios ocasionados a la menor Analía Verónica Tapia y sus padres, iniciado hace 32 años y en el cual aún no se ha adoptado una decisión en primera instancia.

52. En este sentido, la CIDH considera que los hechos alegados respecto a los perjuicios causados a Analía Verónica Tapia y sus padres desde su nacimiento, el día 6 de julio de 1979 en el Sanatorio Privado Rosendo García, por una supuesta serie de negligencias del personal médico a cargo, sin que posteriormente se haya determinado la responsabilidad de dichos actos, cuando el peticionario tenía derecho a ser oído en un plazo razonable y a un pronto acceso a la protección judicial, podrían caracterizar presuntas violaciones de los derechos garantizados en los artículos 5, 8 y 25, de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional. 
53. Asimismo, teniendo presente que la presunta víctima habría sufrido los perjuicios señalados cuado era una niña y que las consecuencias de la demora judicial, le habrían limitado el acceso a los cuidados y tratamientos especiales y costosos que requiere desde el momento de los hechos, la CIDH considera que en virtud del deber especial de protección que tienen los Estados respecto de las niñas y los niños, los hechos podrían caracterizar una violación del artículo 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

 

V.
CONCLUSIONES

 

54. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 5, 8, 19 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.

55. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos,

 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

 

1.
Declarar admisible el presente caso respecto de los artículos, 5, 8, 19 y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1.

 

2.
Notificar esta decisión al Estado argentino y al peticionario.

 

3.
Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

 

4.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� El 4 de junio de 1992, el señor Florencio Isidoro Tapia presentó una comunicación a la CIDH solicitando la intervención preventiva y cautelar de la Comisión. El peticionario presentó otras comunicaciones el 26 de marzo de 1998, 1 de julio de 1998, 8 de septiembre de 1998, 4 de febrero de 1999 y 20 de marzo de 2002. A través de comunicación del 28 de septiembre de 1998, la CIDH informó al peticionario que no podía dar trámite a su petición por falta de agotamiento de los recursos internos.


� El peticionario señaló que la defensa promiscua del menor se encuentra regulada en el artículo 59 del Código Civil de Argentina. El peticionario además mencionó que a pedido del peticionario la Sala de Cámara apartó a dicho funcionario mediante Interlocutorio Nº 49 del 12 de abril de 1993, pero sin llegar a sancionarlo.


� Según el peticionario, esta prueba pericial fue ordenada por el juzgado, atendiendo a su pedido de llevar a cabo dicho peritaje ante un ente autónomo e independiente.


� El peticionario señaló que esta figura desde 1968 se viene aplicando a casos penales, civiles y de otras materias en casos de procesos indebidamente prolongados por considerarlos medios e instrumentos de denegación de justicia. 


� Corte IDH, Opinión Consultiva OC-10/89, 14 de julio de 1989, "Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos", Ser. A Nº 10, párrafos 43 - 46.


� Corte IDH, Opinión Consultiva OC-10/89, 14 de julio de 1989, "Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos", Ser. A Nº 10, párrafo 46.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 
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